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Medellín, veintidós (22) de febrero de dos mil veintidós (2022).  

 

Se procede a decidi r  sobre la pet ición de cambio de radicación formulada por 

HYUNDAI ENGINEERING CO LTD SUCURSAL COLOMBIA ,  respecto de la 

acción de grupo con radicado 05088 31 03 001 2021 00182 00, que 

actualmente cursa en el JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

BELLO .   

 

ANTECEDENTES 

 

Los señores DIEGO BELTRAN MUÑOZ, LUZ ERYSBEY LUJAN, MARTHA 

CECILIA OSPINA LAVERDE, ORLANDO PINTO SORIO, SAMUEL ÁLVAREZ 

MARTÍNEZ, HERNANDO DE JESÚS ÁLVAREZ, MARÍA MARGOTH LOPERA, 

JAIME RAMÍREZ, YOLIMA ANDREA BEDOYA BARRIENTOS, ALBA YANETH 

GARCÍA LEAL, LEONARDO GARCÍA LEAL, LUZ STELLA GARCÍA LEAL, 

ROSALBA ROJAS AGUDELO, LUIS ANTONIO DIAZ ECHEVERRI, JENIFER 

GALIANO ACOSTA, JULIANA MARTÍNEZ TORO, ORLANDO ALBERTO 

ÁLVAREZ PARRA, RICARDO OVIDIO ÁLVAREZ PARRA, JAIRO DE JESÚS 

ESPINOZA, MARÍA MARLENY GAVIRIA CUERVO, RAMÓN ELIAS OROZCO 

OROZCO, ALBA LUCÍA MAZO, MARÍA AUXILIO RUIZ HERRERA, JANET 

MARTÍNEZ CHAVERRA, LUZ DARY LONDOÑO ATEH ORTUA, RAMÓN GARCÍA 

BARRIENTOS, ALBA MARY GAVIRIA SÁ NCHEZ, JOSÉ ÁNGEL MARTÍNEZ 
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SERNA, DIEGO ALEJANDRO GUTIERREZ GARCIA, ANA LILIA ESPITIA, 

MARÍA DULFARA TORREZ MARTÍ NEZ, GLORIA AMPARO GIL MESA, NELSON 

DARÍO CASTRO LÓPEZ, BEATRIZ DE LA CRUZ CARDONA GAVIRIA, CARLOS 

ESTEBAN MONTOYA CARDONA, SUSAN MALDONADO SÁ NCHEZ, CAMILO 

HUMBERTO HENAO ZAPATA, LUZ LILIANA BONILLA CIFUENTES , MARÍA 

FERNANDA PÉREZ SÁNCHEZ, JHON JAIRO Á LVAREZ ZAPATA, MARIA 

MARLENY GAVIRIA CUERVO, RAMÓN ELIAS OROZCO, JUAN CAMILO 

OROZCO GAVIRIA,  BLANCA MARGARITA CARDONA DUQUE, JORGE 

HUMBERTO GARCÍA ARROYAVE, MÓNICA MARÍA MESA URREGO, LEI DY 

JOHANNA ZULUAGA GIRALDO, MARÍA CRISTINA ECHEVERRI GARCÍ A, JHON 

ALEJANDRO HOLGUIN OSORIO, MARÍA ADIELA CASTAÑEDA JA RAMILLO, 

PAULA ANDREA SALINAS GÓMEZ, MARÍA STELLA QUINTERO QUINTERO, 

ERINSON ALEXANDER ÁLVAREZ SÁNCHEZ, MARÍA STELLA QUINTERO 

QUINTERO, BERTILDA NICOLASA ESPINOSA ZAPATA, HERNANDO DE 

JESÚS ÁLVAREZ, JANET MARTÍNEZ CHAVERRA, DAVID MUÑOZ MARTÍ NEZ, 

ELIZABETH PINEDA BUITRAGO, HUMBERTO DUARTE LUGO, JAQUE LINE 

JARAMILLO, MARIA PATRICIA ÁLVAREZ ESCOBAR, ELKIN ARBEY GALLEGO, 

HENRY DE JESÚS GRAJALES SALAZAR y LUZ MARINA VALENCIA 

promovieron acción de grupo contra  HMV INGENIEROS LTDA, NIPPON KOEI 

LAC INC SUCURSAL COLOMBIA, SEDIC S.A.,  HYUNDAI ENGENEERING CO 

LTD SUCURSAL COLOMBIA y POYRY ENVIRONMENT, de la cual le 

correspondió el  conocimiento en  primera instancia al JUZGADO PRIMERO 

CIVIL DEL CIRCUITO DE BELLO y que se ident i f ica bajo el radicado No.  05088  

31 03 001 2021 00182 00.  

 

El apoderado de la codemandada HYUNDAI ENGENEERING CO LTD 

SUCURSAL COLOMBIA sol ici ta cambio de radicaci ón para que la acción sea 

reasignada a un juez del  dist ri to judic ial  de Medel l ín.  

 

Aduce que se conf iguran en este caso varias si tuaciones para la procedencia 

de la sol ici tud así:  ( i )  Presunta afectación de la imparcial idad  del Juez y de los 

funcionarios del Juzgado; (i i )  Presunta afectación de la indepe ndencia del Juez 

y de los funcionarios del  Juzgado y,  ( i i i ) Presunta afectación de las garantías 

procesales en el t rámite de la acción de grupo.  
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Cuenta que las demandadas en la acción de grupo son las compañías que 

part iciparon en la construcción u operac ión de la planta de t ratamiento de 

aguas residuales de Bel lo; que en la demanda se enuncian como eventuales 

test igos varias personas que t ienen una exposición públ ica y polí t ica y, por 

ende, injerencia dentro del  Municipio de Bel lo;  que e l 29 de junio de 2021,  el  

Juez Primero Civi l  del Circuito de Bel lo admit ió la demanda y decretó una 

medida cautelar de embargo hasta por treinta mil  mi l lones de pesos (COP 

$30.000.000.000) de las sumas que las demandadas tuvieran depositadas en 

cuentas bancarias en establec imientos de crédito colombianos; que la decisión 

fue recurrida en reposición y en alzada, siendo decidida desfavorablemente la 

primera y estando en trámite la segunda .  

 

Relata que el  Juzgado Primero  Civi l  del Circuito de Bel lo, mediante auto del 8 

de jul io de 2021, ordenó la vinculación de of icio del MUNICIPIO DE BELLO, 

ÁREA METROPOLITANA, HTA, HHA, EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN 

E.S.P. y AGUAS NACIONALES S.A. E.S.P. y ,  posteriormente, en providencia 

del 21 de octubre de 2021 las desvinculó del proceso; que con ocasión de una 

acción de tutela el Tribunal Superior del Dist ri to Judicial  de Medel l ín M.P. Dr. 

Sergio Raúl Cardoso González amparó los derechos de AGUAS NACIONALES 

EPM S.A. E.S.P.,  EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN E.S.P. y ÁREA 

METROPOLITANA DEL VALLE DE ABURRÁ y dejó sin efectos las decisiones 

del 22 de jul io y del 5 de agosto de 2021;  ordenó al JUZGADO PRIMERO CIVIL 

CIRCUITO DE BELLO que sol ici tara la  devolución del expediente radicado N° 

05088-31-03-001- 2021-00182- 00 a la autoridad a la que lo hubie re remit ido y 

resolviera los recursos de reposición interpuestos.  

 

Refiere que HMV INGENIEROS LTDA y otra sociedad demandada en la acción 

de grupo, presentaron otra acción de tutela  sol ici tando la revocatoria de los 

embargos decretados y el cese de actuac iones procesales en el Juzgado 

Primero Civi l  del Circuito de Bel lo , por fal ta de jurisdicción y competencia y 

porque el embargo no es una medida razonable ni just i f icada y, que el Tribunal 

Superior del Dist ri to Judicial  de Medel l ín, M.P. Dr.  José Gildardo Ramírez 

Giraldo, mediante sentencia del 21 de sept iembre de 2021,  negó el amparo 

sol ici tado por HYUNDAI ENGENEERING CO LTD SUCURSAL COLOMBIA, 

decisión que fue conf irmada en sede de segunda instancia por la Corte 
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Suprema de Just icia.   

 

Expone que a pesar de “todas las consideraciones y recursos interpuestos por 

HEC respecto de los cuales se manifestó que el Juzgado 01 Civi l  del Circuito 

de Oral idad de Bel lo carecía de “jurisdicción y competencia” en virtud a la 

vinculación de las ent idades públ icas indicadas  en el hecho cuarto de esta 

sol ici tud” ,  el  Juez Primero Civi l  del Circui to de Bel lo, en providencia del 23 de 

agosto de 2021, decidió, reasumir la acción de grupo, providencia que “A juicio 

de la sol ici tante, este Auto muestra la presunta imparcial idad de dicho juez,  

que indica su interés por aferrarse a un proceso sobre el  cual para esa fecha 

no tenía “jurisdicción y competencia” ;  que con ocasión de una presunta 

extral imitación de funciones  “ANEPM y/o EPM, sol ici taron el inicio de un 

“incidente de desacato ” contra el Juez 01 Civi l  del Circuito de Oral idad de Bel lo 

y el  Tribunal Superior de Medel l ín, mediante Auto del 7 de sept iembre de 2021, 

admit ió el  “ incidente de desacato” en contra del Juez Primero Civi l  del Circuito 

de Bel lo”.  

 

Dice que dentro del trámite de la acción de grupo esa sociedad  ha discut ido y 

recurrido la decisión tomada por el  Juzgado Primero  Civi l  del Circuito de Bel lo,  

relacionada con el  decreto de medidas cautelares, despacho que en auto del 23 

de agosto de 2021, expresó que: “ las cautelas decretadas, son efect ivas para 

evitar un perjuicio irremediable a los demandantes,  esto sumado a la 

apariencia de buen derecho que existe en el presente asunto, por ser el  

perjuicio alegado por los actores,  un hecho notorio para toda la comunidad del 

municipio de Bel lo,  Ant ioquia, máxime si se t iene en cuenta la prueba 

documental aportada con el escri to de demanda que evidencia el mismo.” ;  

considera que “La cal i f icación de considerar los presuntos “malos olores” como 

hecho notario, son para HEC un juicio  ant icipado sobre un aspecto que afecta 

la imparcial idad, imparcial idad e independencia en el trámite del proceso ” .   

 

Reseña que en sept iembre de 2021, los demandantes en el  t rámite de la acción 

de grupo sol ici taron ret i rar como demandados a las ent idades de derecho 

públ ico, ANEPM, ÁREA METROPOLITANA y el  MUNICIPIO DE BELLO y,  “en 

otra muestra de imparcial idad, aceptó rápidamente tal  pet ición, mediante  (sic),  

a pesar de que ese desist imiento no era viable según las normas procesales 
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apl icables.  A juicio de HEC, tanto la pet ición como su aceptación, tuvieron 

como único objet ivo mantener el  caso ante un juez de la jurisdicción ordinaria y 

evitar el  t raslado forzoso del expediente a la jurisdicción de lo contencioso 

administrat ivo ”.  

 

Expone que la ent idad que representa “cuenta con indicios de que tanto el Juez 

a cargo de la acción de grupo en Bel lo, como algunos otros funcionarios de su 

Despacho, residen en Bel lo y, por lo tanto, podrían estar inmersos en un 

conf l icto de intereses, al  ser potencialmente afectad os por los presuntos 

“malos olores” y las presuntas “desvalorizaciones” ”  y para veri f icar lo anterior 

radicó un derecho de pet ición ante dicho Juez sol ici tando información sobre la  

di rección de domici l io y residencia de éste, de los empleados del Despacho y 

de sus famil iares, para efectos de hacer el  anál isis o el juico respect ivo; que 

mediante auto del 19 de noviembre de 2021, el  juzgado denegó el derecho de 

pet ición, argumentando reserva legal,  porque en caso de compart i rse la misma 

se pone en riesgo la integridad f ísica del persona l del  Despacho y sus 

famil iares; que mediante escri to del  30 de noviembre de 201, interpuso recurso 

de reposición, el  cual fue negado en auto del 11 de enero de 2022, aduciendo 

que el art ículo 24 de la Ley 1437 de 2011, señala q ue tendrán carácter 

reservado las informaciones y documentos que involucren derechos a la 

privacidad e int imidad de las personas,  incluidas en las hojas de vida, la 

historia laboral y los expedientes pensionales y demás registros de personal 

que obren en los archivos de las inst i tuciones públ icas o pr ivadas;  que a ju icio 

de la ent idad que representa  el sol ici tante, dicha negativa es otra muestra de 

la parcial idad del Juez, puesto que, si  no tuviera ningún confl icto de intereses, 

no dudaría en revelar dicha información.  

 

Aduce que al tener la acción de grupo como test igos a personas con poder 

polí t ico y de elección popular dentro del M unicipio de Bel lo, se “atentaría 

contra el  principio de la independencia” ;  que un juez debe ser imparcial  e 

independiente y en este caso “el  pr incipio de la “probabi l idad lógica 

prevaleciente enseñada por el  profesor Michele Taruffo  y apl icable a nuestra 

legislación procesal  con fundamento en el  art ículo 1762 del C.G.P.,  (…) i .  

Regla del más probable que no: es más probable el h echo de la cercanía y 

vinculación de los funcionarios del  Despacho Judicial  y de sus fami l iares, con 
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el interés que el los puedan tener con los presuntos “malos olores” o 

“desvalorizaciones de los inmuebles” y con una “ injerencia polí t ica”,  al  hecho 

de gozar todos el los de ninguna intromisión, interés o injerencia o,  en otras 

palabras, al  hecho de no ser absolutamente “imparciales”,  “ impart iales” e 

“independientes”.  i i .  Regla de la prevalencia relat iva: en el evento de que el 

Tribunal tenga dos hipótesis probables,  la primera,  aducida por HEC que 

consiste, en esencia, en la presunta afectación de las característ icas de 

“imparcial idad” e “independencia”,  lo cual afecta las garantías procesales a 

HEC y, la segunda, consistente en que no hay prueba de tales afec taciones, el  

Juzgador deberá acoger la PRIMERA, la formulada por HEC, puesto que, 

además de estar fundada en unos derechos de pet ición no respondidos, su 

escogencia, en primer lugar, no presenta ambivalencia ni ambigüedad con la 

hipótesis no acogida y, en segundo lugar,  garant izaría,  con mayor rigor y 

cert idumbre, que la “acción de grupo” se procesará y se enjuic iará por ot ro juez 

de la repúbl ica de otro terri torio que no pueda tener la más mínima duda o 

reproche acerca de las característ icas o pi lares fund amentales del debido 

proceso. ” 

 

Dice que además,  a la ent idad que representa le preocupa el prejuzgamiento  

que tuvo el Juzgado en el  auto del 22 de sept iembre de 2021 donde expuso que 

“…según se desprende de la prueba documental aportada con el l ibelo 

int roductor,  la zona de inf luencia de la PTAR AGUAS CLARAS es bastante 

amplia, por lo que no solo los hoy accionantes pueden reclamar los  perjuicios 

que se informan en la demanda (materiales e inmateriales),  por encontrarse en 

la zona de inf luencia,  sino que  también todos aquel los quienes hubieren sufrido 

un perjuicio por los mismos hechos, podrán hacers e parte dentro del proceso,  

(…)”,  asumiendo el  Juzgado que todo el Municipio de Bel lo se encuentra 

afectado –lo cual inclui ría al  Juez, a los funcionarios del D espacho y a sus 

famil iares, en el evento de que estuvieran domici l iados en Bel lo –, siendo 

necesario que la acción sea t ramitada por  ot ro juez y otros servidores 

judiciales que no tengan una afectaci ón di recta ni  indi recta con la zona de 

inf luencia de la PTAR AGUAS CLARAS.  
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Concluye, ci tando dos providencias  de la Corte Suprema de Just icia 1 que los 

hechos del proceso ya narrados, así como la actuación del Juez y los test igos 

de la parte demandante, prueban o indican una afecta ción a la característ ica de 

imparcial idad, motivo suf iciente para sol ic i tar un cambio de radicación, porque 

los funcionarios judic iales  no deben tener ningún t ipo de interés en el resultado 

de un asunto y “existen ci rcunstancias externas, general izadas y con capacidad 

suf iciente para alterar la competencia, al  punto que resulta palpable el perjuicio 

para el normal desarrol lo de proceso”  y en este “caso si  hay duda, razón 

suf iciente para acceder al  “cambio de radicación” y ordenar el  trámite de la 

acción de grupo a otro juez terri tor ialmen te diferente a Bel lo” .   

 

Para f inal izar expone que “aquí no se sol ici ta un cambio de radicación, a 

diferencia de otros casos, como el  de la providencia del  31 de mayo de 2021 de 

la Sala Segunda Uni taria de Decisión Civi l  del Tribunal Superior de Medel l ín 

(05001-22-03-000-2021- 00149-00) por una di lación o congest ión en el t rámite 

del proceso, sino por el  sesgo evidente del fal lador que incluso lo ha l levado a 

tomar decisiones sorprendentemente ági les, como un embargo por mi les de 

mil lones de pesos, o un aut o proferido justo un día luego de regresar de la 

vacancia judicial ,  en enero 11 de 2022 ”  y,  que,  un cambio de radicación no 

impl ica una violación al debido proceso o a los derechos de los demandantes;  

pero, por el  contrario, no acceder al  cambio de radicac ión, sí  afectaría 

gravemente los intereses de esa demandada.  

 

CONSIDERACIONES 

 

1. Sea lo primero indicar que este  despacho es competente para resolver la 

presente sol ici tud , atendiendo la preceptiva del art ículo 31 numeral 6 del 

Código General del Proceso, según la cual los t r ibunales superiores de dist ri to 

judicial  conocen, en sala civ i l :  “6. De las pet iciones de cambio de radicación de 

un proceso o actuación,  que impl ique su remisión al  interior de un mismo 

dist ri to judicial ,  de conformidad con lo previst o en el numeral 8 del art ículo  

30.” ;  en similar sent ido se advierte , que se t rata de una providencia de 

Magist rado Sustanciador, por no estar este asunto enl istado  en aquel los 

excepcionales casos donde se dictan providencias en salas de decisión, el  

                                                 
1 Auto del 17 de junio de 2013, expediente 2013-00311-00, CSJ Casación Civil Auto 2013-02900, 10 de febrero de 2014, 
Magistrado Ponente Luis Armando Tolosa Villabona. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012.html#30
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artículo 35 del C.G.P. que regula este tema, dispone expresamente: 

“Corresponde a las salas de decisión dictar las sentencias y los autos que 

decidan la apelación contra  el que rechace el incidente de l iquidación de 

perjuicios de condena impuesta en abstracto o el  que rechace la oposición a la 

di l igencia de entrega o resuelva sobre el la. El magist rado sustanciador dictará 

los demás autos que no cor respondan a la sala de decisión”.  

 

2. Esclarecido lo anterior y en orden a di r imir la sol ici tud que convoca a este 

Despacho, conviene precisar que, de conformidad con lo establecido en el  

ci tado art ículo 30 del Código General del Proceso, el  cambio de radicación 

procede, de forma excepcional,  cuando en el lugar  donde se adelanta el l i t igio 

“…existan ci rcunstancias que puedan afectar el  orden públ ico, la imparcial idad 

o la independencia de la administ ración de just icia, las garantías procesales o 

la seguridad o integridad de los in tervinientes…”  y “…cuando se adviertan 

def iciencias de gest ión y celeridad de los procesos, previo concepto de la Sala 

Administ rat iva del  Consejo Superior de la Judicatura” ;  también establece la 

mentada norma que con la sol ici tud deben aportarse las prueba s que se 

pretendan hacer valer y que ésta se resuelve de plano, por auto que no admite 

recursos.  

 

Sobre este tópico ha tenido oportunidad de pronunciarse de forma reiterada y 

reciente la H. Corte Suprema de Just icia Sala de Casación Civi l ,  expl icando 

que:  

 

“… el refer ido inst rumento se const i tuye en un resguardo para las partes,  
cuya f inal idad es ev itar que por factores externos al l i t ig io cua lquiera de 
las eventual idades previstas por e l  legislador entorpezcan el  desarrol lo  
ordinario en la conclusión de l os conf l ictos l levados a la Jur isdicc ión,  
amén de las def ic ienc ias relac ionadas con el impulso de los procesos,  
que no deben confundirse con el contenido de las decis iones adoptadas 
en el mismo” (Auto AC5811-2021, Radicación  nº 11001-02-03-000-2021-
03252-00, del 7  de diciembre de 2021, Magistrado Octav io Augusto 
Tejei ro Duque).  

 

En dicha providencia, aludiendo a anteriores pronunciamientos de esa 

Corporación, expl icó la Corte, que se t rata de un mecanismo que:  

 

(…) pretende resguardar el  proceso de agentes  externos capaces de 
perturbar su desarro l lo,  logrando así,  que el func ionar io judic ia l  emita  su 
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veredicto a le jado de ci rcunstancias que puedan afectar su imparc ia l idad o  
que se convier tan en obstáculo para dispensar una recta,  cumplida y  
ef icaz administ rac ión de just ic ia .  
 
El comentado inst i tuto procesa l se erige,  entonces, en una objet iva  
excepción al  pr inc ip io  de la  competencia  terr i tor ia l  f i jada en el  art ículo 28 
del Código General  del Proceso,  pues la a l teración emanada de 
ci rcunstancias sobrevinientes  que imposibi l i ten, tanto el  desarrol lo normal 
del proceso y la observancia de las garantías fundamenta les de las partes 
e interv in ientes, como la imparc ia l idad e independencia del sentenciador,  
aconsejan variar e l  funcionar io competente y la ci rcunscripc i ón jud icia l  en 
donde se adelanta el  ju ic io.  (CSJ AC 4178 -2017 de 30 de junio de 2017 
rad. 2017-00860).  

 

Lo anter ior pone de p resente que, para que proceda el cambio de radicación es 

necesario que se acrediten por la parte sol ici tante,  la existencia de 

ci rcunstancias externas al  proceso relacionadas con alteraciones del orden 

públ ico o que afecten la imparcial idad o independencia de l juez e impl ica que 

el proceso sea t rasladado a una sede judicial  di ferente a aquel la donde está el  

juez que asumió competencia  en razón a las reglas de atribución de 

competencia procesales, lo que envuelve una afectación,  permit ida por la ley , 

al  principio de la perpetuat io jurisdict ionis ,  pero que, por lo mismo, debe ser 

excepcional y just i f icada . 

 

El sol ici tante en este caso, enuncia varias si tuaciones que a su parecer 

just i f ican el cambio de radicación  pretendido, así entonces, alega que los 

test igos ci tados son personas que t ienen exposición públ ica y polí t ica en el  

Municipio de Bel lo y,  “por ende,  injerencia dentro del  munici pio de Bel lo” ;  que 

el juez ha mostrado imparcial idad por “aferrarse a un proceso”  para el cual,  

aduce el sol ici tante,  carece de jurisdicción y competencia; que el juez ha 

emit ido juicios ant ic ipados al considerar los presuntos malos olores como 

hecho notor io;  que la sol ici tante “cuenta con indicios de que tanto el  Juez a 

cargo de la acción de grupo en Bel lo, como algunos otros funcionarios de su 

Despacho, residen en Bel lo y, por lo tanto, podrían estar inmersos en un 

conf l icto de intereses, al  ser potencial mente afectados por los presuntos 

“malos olores” y las presuntas “desvalorizaciones” ” ,  lo cual se demuestra con 

la negativa del juez a resolver de fondo un derecho de pet ición donde sol ici t ó 

entrega de las hojas de vida de  los servidores del Juzgado donde se 

ident i f iquen las di recciones act uales de domici l io o residencia;  en subsidio,  los 

nombres completos y di recciones de domici l io o residenc ia actual  de éstos y, 
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además, los nombres e ident i f icación de los cónyuges, compañeros 

permanentes, los parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civi l ,  o 

segundo de af inidad,  de los servidores del  juzgado.  

 

En cuanto al  hecho de que los test igos ci tados sean personas que t ienen 

exposición públ ica y polí t ica en el  Municipio de Bel lo ,  considera este Despacho  

que el lo no impl ica necesariamente injerencia de estos en el  proceso o en los 

servidores del juzgado que, repercuta en la imparcial idad e independencia;  

téngase en cuenta que la designación de los servidores judiciales de los 

juzgados del ci rcuito , como el conoce la acción que da lugar a la presente 

sol ici tud, no t iene naturaleza ni injerencia polí t ica que es la inf luencia que se 

denuncia por parte de los test igos; pero además, la simple enunciación sobre 

los cargos de los test igos,  sin que se af i rme siqui era, mucho menos se pruebe, 

la existencia de presiones que afecten el t rámite de la acción de grupo, es 

insuf iciente para el cambio de radicación pretendido.  

 

El sol ici tante rei tera a lo largo de su escri to que la garantía de imparcial idad 

del funcionario judicial  y los empleados del despacho se encuentra también en 

entredicho,  porque el juez se ha aferrado a conocer un proceso para el cual,  

considera, carece de jurisdicción y competencia ; pero este aspecto,  además 

que se trata de una discusión relacionada  con las decisiones del proceso y no 

con si tuaciones exógenas a éste, que son las que dan lugar al  cambio de 

radicación,  no es del  todo cierto,  véase que inicialmente el  Juez Primero Civi l  

del Circuito de Bel lo, si  quiso desprenderse del  conocimiento, prec isamente 

con ocasión de el lo,  fue que en providencia  del 8 de jul io de 2020, ordenó 

“remit i r el  expediente al Tribunal  Administ rat ivo de Antioquia”  para cont inuar el  

conocimiento; cosa dist inta es que con poster ioridad, con ocasi ón de una orden 

tutelar,  debió “SOLICITAR la devolución del expediente radicado N° 05088 -31-

03-001-2021-00182- 00 a la autoridad a la que lo hubiere remit ido (…) y 

RESOLVER los recursos de reposición interpuestos por las accionantes ” ,  en 

cuya vi rtud, el  juzgado reasumió el conocimie nto del proceso,  variando su 

decisión de remisión, debido al desist imiento de la parte demandante de las 

pretensiones f rente a las ent idades públ icas cuya vinculación había dado lugar 

al  envío, lo que denota que la discusión radica más , en el sent ido de las 

providencias emit idas por el  juzgado que conoce la acción de grupo, lo cual no 
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es motivo para el cambio de radicación, que en un interés palmario del juez de 

conocimiento en aferrarse al t rámite de un asunto .  

 

Con los mismos argumentos anteriores, se des pacha desfavorablemente la 

alegación relat iva a la emisión de juicios ant icipados por parte del juez de 

primer grado,  así como aquel las que ref ieren a la resolución desfavorable de 

sol ici tudes de la parte al l í  codemandada y aquí sol ici tante, pues se t rata 

nuevamente de discusiones sobre el contenido de las decisiones que , t ienen 

formas contradicción al interior del proceso y que no lo es el cambio de 

radicación reclamado.  

 

Sobre la improcedencia del cambio de radicación para discut i r decisiones 

judiciales,  puede consultarse el Auto AC5811-2021, del 7 de diciembre de 

2021, Radicación nº 11001-02-03-000-2021-03252-00, Magist rado Octavio 

Augusto Tejei ro Duque, donde expone la Corte:  

 

“Por el  contrar io,  se relatan v ic is i tudes endógenas, re lac ionadas con el  
decreto y práct ica de las pruebas, especia lmente at inentes a decisiones, 
omis iones y e l  comportamiento de l funcionario  de fami l ia  que la petente 
est ima censurab le y a tentatorio  de sus derechos y garantías procesales 
desde una perspect iva de género,  los que dep endiendo las c i rcunstancias 
concretas t ienen sus propios mecanismos correct ivos, f rente a los cuales 
el  cambio de rad icac ión no es una a lternat iva por la que la  parte  pueda 
optar a vo luntad para sust raer le el  conocimiento del asunto o instarlo a  
que proceda de una u otra manera ”.  

 
En similar sent ido, en el auto AC5887-2021 del 10 de diciembre de 2021, 

Radicación n° 11001-02-03-000-2021-04357-00 Magist rado ÁLVARO 

FERNANDO GARCÍA RESTREPO, di jo la referida Corporación:  

 
“Este inst i tuto supone,  por su propia n aturaleza, una perturbación grave, 
refer ida al  lugar en que se vent i la e l  asunto para el  que se pide esa 
excepciona l medida de protecc ión, y que esa afectación sea externa al  
proceso y a l  desarro l lo del  mismo, así  como no a lude al  defectuoso 
contenido, n i  a l  desacierto de las decis iones judic ia les que en é l se hayan 
adoptado, n i  a la inconformidad con el t rámi te que se le haya impreso, ya 
que para con jurar todas estas si tuaciones adversas e l  ordenamiento 
juríd ico prevé ot ros mecanismos ”.  

 

En lo at inente a la alegación relat iva a la ex istencia de indicios de que el juez  y 

los funcionarios del  despacho podrían estar inmersos en conf l icto de intereses 

por,  posiblemente, residi r en el  Municipio de Bel lo, lo cual según el petente se 
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demuestra con la negativa del  Juez en resolver de fondo un derecho de 

pet ición donde sol ici tó información de las di recciones de residencia y domici l io 

de los servidores del juzgado y sus famil iares dentro del  cuarto grado de 

consanguinidad, se advierte que la negativa que , con claro fundamento legal 2,  

expuso el juez para no acceder a la pet ición por t ratarse de información 

reservada, no const i tuye un ind icio de conf l icto de intereses;  sino, que 

evidencia un claro interés en defender la privacidad y seguridad del t i tular del  

juzgado y los empleados del despacho judicial ,  lo que no puede t i ldarse de 

inadecuado, ni  sospechoso; a lo que se agrega, que si  el  sol ic i tante considera 

que dicha respuesta es infundada, o no sat isface el  derecho fundamental de 

pet ición o se t rata de una decisión judicial  arbit raria, según el  caso, cuenta con 

mecanismos como la  insistencia (art ículo 26 de la Ley 1427 de 2011) o la 

acción de tutela para obtener la respuesta a su pedimento o atacar la decisión 

judicial ,  según se considere que se t rata de una discusión a dministrat iva o 

judicial ,  no siendo viable entonces, que de forma apresurada y carente de 

prueba, acuda a pedir cambio de radicaci ón del proceso. Además,  

eventualmente,  de tener certeza y prueba sobre la existencia de una causal  de 

impedimento y recusación , podrá acudir al  t rámite que para el lo establece la 

normatividad procesal civi l ,  esto es, precisamente al de impedimentos y 

recusaciones,  no siendo entonces tampoco viable el uso del mecanismo de 

cambio de radicación para asuntos que se pueden venti lar  al  interior del 

proceso y que cuentan con un t rámite especif ico diferente a la excepcional 

f igura que aquí se pretende.  

 

Así lo expresado la Corte Suprema de Just icia en asuntos con alguna simi l i tud 

al presente, véase el auto AC6048-2021, del 15 de dic iembre de 2021, 

Radicación nº 11001-02-03-000-2021-04579-00 Magistrado Luis Alonso Rico 

Puerta, donde di jo la Corporación referida:  

 

“Aún en caso de que ta les denuncias efect ivamente exist ie ran, e l  proceso 
                                                 
2 LEY 1437 DE 2011. ARTÍCULO 24. INFORMACIONES Y DOCUMENTOS RESERVADOS. Solo tendrán carácter 
reservado las informaciones y documentos expresamente sometidos a reserva por la Constitución Política o la ley, y en 
especial: 
1. Los relacionados con la defensa o seguridad nacionales. 
2. Las instrucciones en materia diplomática o sobre negociaciones reservadas. 
3. Los que involucren derechos a la privacidad e intimidad de las personas, incluidas en las hojas de vida, la historia 
laboral y los expedientes pensionales y demás registros de personal que obren en los archivos de las instituciones 
públicas o privadas, así como la historia clínica.(…) (Resaltado intencional). 
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cuenta con su prop io mecanismo de cont rol  para proteger  la imparcia l idad, 
como es e l  régimen de impedimentos y recusaciones, e l  cual consagra 
causal expresa de recusación en caso de denuncia penal  o discip l inaria por  
hechos ajenos al  proceso, b ien sea cont ra e l  juez (art .  141 num. 7 C.G.P) o  
contra e l  secretar io (ar t .  146 C.G.P).  

 
Y en el ya ci tado, auto AC5811-2021 del  7 de diciembre de 2021, Radicación nº 

11001-02-03-000-2021-03252-00 Octavio Augusto Tejei ro Duque sobre este 

tema di jo también la Corte Suprema:  

 

“3.7 F inalmente, es necesar io recordar que el p roceso judicia l  
contempla múlt ip les controles para su adecuado desarro l lo,  e inc luso 
por fuera de él exis ten los mecanismos const i tuc ionales, penales y 
disc ip l inar ios a d isposic ión de la  par te que considera que se han 
vulnerado sus garantías,  asumiendo des de luego las consecuencias de 
sus actos en estos escenarios.   
 
Así por e jemplo, en punto a las decisiones y actuaciones cumpl idas u 
omit idas,  la  ley procesal  f i ja los mecanismos para recurr i r  con 
reposición y/o apelac ión, o sol ic i tar su complementac ión, ac laración o 
correcc ión.  
 
Y en lo que se ref iere a la  imparcia l idad del juzgador,  señala  de 
manera prec isa los mot ivos de impedimento y recusación, encaminadas 
a apartar lo del conocimiento de un asunto en el que conf luyan 
determinados eventos que puedan afe ctar su recto ju ic io.  
 
Y aunque pudiera aducirse, con razón,  que las ci rcunstancias 
denunciadas por la pet ic ionar ia tampoco encajan est r ictamente con 
dichas causales, en tanto en esencia se re f ieren a  un presunto t rato  
revici t imizante del funcionar io a la hora de recib ir  la declaración de 
parte de Janeth Begonia Salamanca Renter ía,  e l lo no conl leva a  que 
automáticamente quepan en la f igura que se invoca en esta ocasión.  
 
Lo que no quiere decir que no exis tan controles,  pues, por e jemplo,  
amén de los recursos establec idos,  la parte perfectamente puede pedir  
los correct ivos const i tucionales, penales y  discip l inar ios si  es que 
considera que el funcionar io le vio ló garantías fundamentales o 
incursionó en una conducta re levante en esos escenarios ”.  

 

El sol ici tante insiste también en que la apl icación de un test de probabi l idad 

l leva a conclui r que,  es más probable que exista parcial idad de los servidores 

del despacho judicial  donde se adelanta la acción de grupo, por el  posible 

interés de éstos y sus famil iares e n el tema debatido de presuntos malos olores 

y desvalorizaciones de los inmuebles , así  como por injerencia polí t ica ; también 

dice que la hipótesis más probable, fundada y que debe acoger este Tribunal,  

es aquel la que plantea esa parte sol ici tante , de presunta imparcial idad, debido 

a los derechos de pet ición no respondidos y porque al  acogerla se garant iza 
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que la acción de grupo sea conocida por ot ro juez de otro terri torio que  “no 

pueda tener la más mínima duda o reproche acerca de las característ icas o 

pi lares fundamentales del debido proceso” ,  pero desconoce el petente  con esas 

af i rmaciones,  que el  cambio de radicación no se puede sustentar en simples 

sospechas propias del sol ici tante, las que no t ienen la contundencia que 

pretende darles, como se expl icó párrafos atrás, apreciaciones que además son 

carentes de prueba que las sustente, pues precisamente por tratarse de una 

excepción extraordinara al principio de la perpetuat io jur isdict ionis ,  es que se 

requiere contundencia en las pruebas que sustentan la sol ici tud de cambio de 

radicación, las que no se aportaron en este caso.  

 

En lo at inente a la necesidad de que la parte sol ici tante del cambio de 

radicación aporte las pruebas en que fundamenta su sol ici tud, también ha 

tenido a bien pronunciarse nuestro má ximo órgano de decisión civi l ,  así:   

 

“2.7.  Fina lmente,  se rel ieva,  correspondía a la  interesada suminis trar 
evidencias de las i r regular idades denunciadas para lograr la apl icación 
del art ícu lo 30 del Código General de l Proceso, pues la mera pet ic ión de 
cambio, por sí  misma, carece de fuerza demostrat iva.   
 
El leg is lador,  como no podía ser  de ot ro modo, impuso a los interesados 
la carga de probar los supuestos de hecho,  deber ine ludib le a l  preverse 
una def in ic ión de p lano frente a l  pedimento “(…) de cambio de 
radicación[,  a l  cual]  se adjuntarán las pruebas que se pretenda hacer 
valer  (…)”3.  
 
En consecuencia ,  no se evidencia razón obje t iva que autor ice sustraer de 
sus at r ibuc iones a l juzgador impl icado, a l  no haberse aportado prueba de 
la legit imación de la reclamante,  así  como de los mot ivos legales para 
pensar en el  cambio deprecado ” (Auto AC4097-2021 del 15 de sept iembre 
de 2021, Radicac ión n.º  11001-02-03-000-2021-01267-00,  Magist rado 
Luis Armando Tolosa Vi l labona ) 

 

Todo lo estudiado en precedencia, l leva a conclui r la improcedencia del cambio 

de radicación del  proceso  aquí pretendido, porque las si tuaciones alegadas por 

la parte pet icionaria no t ienen las característ icas que requiere la apl icación de 

la excepcional inst i tución, lo que impl ica que se denieg ue la misma.  

 

En mérito de lo expuesto,  Tribunal Superior de Medellín en Sala Unitaria  de 

Decisión ,  

                                                 
3 Artículo 30, numeral octavo, inciso segundo, del Código General del Proceso. 
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RESUELVE  

 

PRIMERO: NEGAR el cambio de radicación sol ici tado por HYUNDAI 

ENGINEERING CO LTD SUCURSAL COLOMBIA ,  respecto de la acción de 

grupo con radicado 05088 31 03 001 2021 00182 00, que actualmente cursa en 

el JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE BELLO .   

 

SEGUNDO: Advert i r que contra esta decisión no proceden recursos.  

 

TERCERO: COMUNICAR  la decisión adoptada al sol ici tante y al  JUZGADO 

PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE BELLO.  

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

 

 

 

 

MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO 

Magistrada 
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